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una resolución judicial que puede ser trasladada al destiBatario a través _
del testimonio del Secretario. Que hay que señalar lo declarado en
la Resolución de 28 de junio de 1989. Que de acuerdo con las nuevas
nonnas de la Ley~ca del Poder Judicial. y la más reciente orien·
t:aeión de la' Dirección General' de los Registros y. del Notariado se
defiende la total legaUda<;l del mandamiento judicial que se estudia.
Que como fundamentos de derecho hay que añadir los articulos 1.279.
280 Y 288 de la Ley: Orgánica del Poder Judicial.

El Registrador de .la Propiedad. en defensa de su nota. informó:
Que en lo referente al mandamiento judicial hay que observar: a) Que
en el mismo 'no se especifica quien adoptó 81 acuerdo. y si es o no
un mandanu.·ento; .b} D..O se ~cribe ninguna resolución. propuesta.
de resolución. provídencia o autO en· el que se jUndamente-}a soJ,ic~d•.
dé certifi~n·..de CaIjaS.' y e) 'ef dOcUmentó a¡»ireée' rmnado exclu­
sivamentepor la Secretaria del Juzgado en que se trarilItan los autos.
pue.se¡pln e!W:UCW0 22.8· d.e la J.e.v f1ipo~aria.no ~ ~..~I

'"recurso gubernativo'la Via -ádecuada para resolver la cuestión que se
plantea. QUe hay que tener en cuenta lo establecido en el articulo·
roo dd Réghimento Hipotecario. Que los articulos 297 y 1.489 de

'la Ley de Enjuiciamiento Civil y 227 de la Ley Hipotecaria ~gen

la forma de man4amiento para que el. Registrador. pueda eXpé(lir la
mencionada certificación y pará practicar .105 asientos que- "de, ella se
derivaran. En el documento presentado se evita la palabra mandamiento•

.' .. ya qu~exprcsa:!I~ha acordado expedir-el p~esen~e»(sin a~1arat que
'eS el· «presente. y quién lo acordó). Que es cierto ,que el articulo 281
de la Ley Orgánica del Poder Judicial otorga el carácter de autoridad
al Secretario, pero en ningún caso le ,atribuye jurisdicción. que según
el articulo 2 de la citada Ley tlcorresponde exclusivamente a Juzgados
y Tribunales». y. por ultimo el articulo 279 de la Ley Orgánica. enumera
las funciones del -Secretario. entre las que no figura: la de expedir «per
SCli' un mandamiento como una de las diligencias de ordenación defmidas
en el articulo 288 de la expresada Ley; pues una de las razones por
las que se libra la certificación de cargas es para dar intervención
a terceros protegidos por los principios que regulan el sistema registraL
En este punto es preciso destacar los artículos 71 y 133 de la Ley
Hipotecaria. y 226-2 Y 233 del reglamento hipotecario. Que en virtud
de lo establecido en los articulos 279. párrafo 3.°. de la Ley Orgáníca
del Poder Judiciat. 1.48~ y 2.182 de la Ley de Enjuiciamiento Civil.
se llega a la ·conclusión que el articulo 257 de la Ley Hipotecaria
está vigente. y este mismo argumento ha servido de fundamento al
auto dictado por el Tribunal Superior de Justicia de Cataluña. con
fecha 27 de julio de 1990. en el que se rechaza la emisión autónoma
por el Secretario de un mandamiento de embargo que el mismo recurren­
te reconoce la incompetencia del Secretario. distinguiendo entre docu­
mento (fonna) y la resolución. Que acuerda librar el mandamiento.
En este caso. si es resolución hay que aplicar a lo establecido en
los articulos 251 de la Ley de Enjuiciamiento Civil y 246 de la Ley
Orgánica del Poder JUdicial. Que en -el escrito expedido por el Secretaríq
del Juzgado de Primera Instancia numero 3 de los de Barcelona. no
se transcribe procedencia alguna. contraviniéndose el criterio de la Reso­
lución de 28 de junio de 1989.

Hechos

I

RESOLUCJONde 3 de septiembre de J992, de la Dirección
General de los Registros y del NQtariado. en el recurso
gubernativo iI;,terpuesto por el Prot:uradcrde los Tribunales,
don Luis' Ignaéio San -AgustinMorales; en nombre del
ffBanco Hispano-Amerlcano, Sociedad Anónima», contra
la negativa del Registrador de' Tdmarite de Litera a librar
una certificación de cargas.
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paciones y segregaciones efectuadas. de la 'núrnCro 654. que estuvo
en su ~ inscrita a nombre del mismo titular de las números 652
y656.

4. El principio de legitimación registraI que. junto con el de fe
pUblica registral. constituyen el principio de exactitud de los pronun·
eiamientos del Registro. se refiere siempre a los datos jurídicos de
la fmea. y no se extiende en principio a las sitwiclones de mero hecho
o a las circunstancias fisicas del inmueble;· pero ello no autoriza a
sostener que tales datos cuando, figuren en los asientOs registrales.
C8.reZ4;aI1 de valor: pues como ya ha declatado el Tribunal Supremo
en varias Sentencias -jurispnidenei&. efectivaI1;tenre. no siempre con­
corde- _que se citan -en -los Vistos. '«la prestmción de lo que diga el'"
asiento en relación a las circunstancias dei mismo. se ha de reputar
veraz mientras no sea rectificada o declarada su inexactitud. debiendo
atenerse Jos Tribunales en su cometido a una razonable valoración
~dica de Jos hechos que 'eStimen probados~ pata: J'ú9Cf dar por des·
~_lapresun<:ióltjuris.tantum.~,CuaDtO.a .ex'ten1i6n y-linderos.
de la fmea descrita».

.. .¡;su.~ Gene,tal ha ""9rdadoq.nflt\nar.~../'J}to l\PO.Ja.do.
Y la nota del Registrador. . '.

Madrtd,,:l de septiembre de 1992....:~, Director· general. 'Antonio
Pau Pedr6n, .

En vía de apremio de juicio ejecutivo, en virtud de demanda instada
por el «Banco Hispano--Americano;t. contra doña Divina Salvia Boira
y otros. ante el Juzgado de Primera inStancia l'lllmero 3·C de Barcelona.
autos número 207/88. aqueUa Entidad solicitó; y asi Jo acordó el Juz­
gado. expedir al Registro de la Propiedad dé Tamarite de Litera, man­
damiento para que libre la certificación de cargas de las fmeas embar·
gadas a los demandantes. sobre las que se habla tomado anotación
preventiva en dicho Registro.

En el recurso gubernativo interpuesto por el Procurador de los Tri~

bunales. don Luis Ignacio San Agustín Morales. en nombre del «Banco
Hispano--Americano, Sociedad Anónirtta». corttm la negativa del Regis­
trador de Tamarite de Utera a hbrar una certificación de cargas. pen­
diente de resolución ante este Centro directivo. en virtud de apelación
del recurrente.

11

Presentado el anterior mandamiento en el Registro de la Propiedad
citado, fue calificado con la siguiente nota: El mandamiento ha de
ser expedido por el señor Juez o Tribunal y no por el senor Secretario.
pues así lo dice tanto el articulo 1.489. pareafo LO, de la Ley de
Enjuiciamiento Civil. como la Ley HipOtecaria en el articulo 257. en
relación con el articulo 143. 2.0

; del Reglamento Hipotecario -articulo
2.182 de la Ley de Enjuiciamiento Civil";". y además porque nO, es
sólo de comunicación u ordenación sino que afecta a tercetos -articulo
143 del Reglamento Hipotecario-. Debe aplicársele. por tanto. la misma
solución que para el caso contemplado por la Resolución de 28 de
julio de 1989: Que por lo menos fmne el Juez dando el visto bueno.

Tamarlte de Litera a 14 de noViembre de 1990.-El Registrador.-Fir­
ma ilegible.

111

El Procurador Ele los Tribunales. don Luis Ignacio San Agustín
Moraks. en representación del «Baru;:o Hispano Americaao. Sociedad
Anóllimv. interpttso recurso gubernativo contt'81a ansefiQr cl:lliftcación.
y aIqó: 'Que el SecJeWio. COIDl!' eac~.1a5 rebeiones 8temas
*'1 Juqado lo que hrace es ~Ie.'ordéft del :J.1Iez, Y. ea este
.0IlIid0 se orieAta lo Dim:elóft GeJomoI. Jos~ y del Nolariaoo.
ea _ dml .eVOIOeiÚR de .. __ 1'<>_ de~e..t<,.<Io-
ewMeft.to, a llA8 iQ,n susiamiva *,., t i?"'i!>ONeit,liO~ de

El ilustrlsimo Magistrado-Juez del .Juzgado de Prim~ra Instancia
numero 3 de los de Barcelona, infonno: Que la diligencia d~ comu~
nicaciÓD dirigida por la señora Secretaria al 'Registrador no es más
que el desenvolvimiento para nevar a efecto el cumplimiento de lo
dispuesto en el artículo 1.489-1.° de la Ley de Enjuiciamiento Civil
y en virtud de las atribuciones que la propia, Ley Organica del Poder
Judicial confiere a los Secretarios. ostentando para ello el carácter
de autoridad (articulo 281·1 de la Ley citada), sin que para ello sea
necesario el visto bueno del Juez. Que los preceptos de la legislación
hipotecaria () las Leyes de Enjuiciamiento. no han de prevalecer frente
a lo establecido por la disposición derogatoria de la citada Ley Orgánica.
así como por el artículo 1.2 del Código Civil y según el principio
de jerarqula nonnati~ a que alude el articulo 9 de Jos mandamientos
al Registro de la Propiedad de los Secretarios de los Juzgados. a quienes
compete. dentro de sus funciones. como, actos de comunicación que
son.

VI

El PtoesKtentc del Tri5unal Sutterioé de Juttieia de Amgón confrnno
la oota 4et Re¡istrador ~se en los art)cwk>s 246. 297. 29$
Y 1.439 .. lo Ley ., BnjuiciaDo;entc Civil; 27~3 de la Ley Ül'gimica
del P_r Ju8i<iat 43. 100 Y 229 de la Ley ftipot=lriB, Y 340 Y
s~ del It.e~e HipoiIcario. '! Cl. la Res!.] »n de 2J: ae
Junilo de 198'.
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2. El «Banco Mercantil de Tarragana. Sociedad Anónima» había
concedido un préstamo de 3.000.000 de pesetas a los cónyUges don
Julián Bní y doña Cecilia Montemar Plá. y ante el incumplimiento
de su devolución formuló demanda de juicio ejecutivo en reclamación
de la cantidad adecuada: 2.355.797 pesetas. más otras 750.000 pesetas
para intereses y 550.000 pesetas para costas. El Juzgado de Primera
Instancia de Tortosa nUmero 2 dicto providencia ordenando la anotación
preventiva de embargo en 4 de octubre de 1989 y expedido el man~

datniento se anotó en el Registro el 3 de noviembre de 1989.

3. El 21 de diciembre de 1989 se inscribe en el Registro una
hipoteca en garantia de 36 letras de cambiQ por un total de 16.048.800
pesetas. asi como la cantidad de 3.209.760 pesetas para costas y gastos
e intereses al 16 por 100. todo ello según escritura de 9 de noviembre
de 1989 ante el Notario de Caste1l6n don MigUel Angel Bisbal Martínez.

4. En 6 de marzo de 1990 se expide certificación de cargas a
efectos. del artículo 1.489 de la Ley de Enjuiciamiento Civil en la
que consta entre los gra\1UneneS existentes la opción de compra. y
el 26- de junio de 1990 el Juzgado número· 2 de Tortosa en ejecución
de Sentencia anuncia la venta eh publica subasta del inmueble ftjándose
los días 9 de octubre en primera. 9 de noviembre en segunda. y 1
de diciembre de 1990 en tercera, para que tuviera lugar el remate.

S. En escritura autorizada en Barcelona ante el Nótario don Vicente
Pomo Llácer el 26 de julio de 1990. don Paulino Cid Alonso ejercita
su derecho de opción de compra adquiriendo la finca para su sociedad
COIl)ugal. previo pago del precio de 26.000.000 de pesetas pactado.
al representante de los vendedores. Dicha escritura se inscribe el 3
de octubre de 1990, consignándose entre las cargas la anotací6n de
embargo.

6. En escritura autorizada el 21 de febrero de 1991. ante el Notario
de Castellón don Miguel Angel Bisbal Martinez. don Juan Julián Bro,
por si y en nombre de su esposa y en cumplimiento del auto de juicio
ejecutivo del Juzgado de Primera Instancia de Tortosa número 2 de
aprobación de remate de 3 J de enero de 1991, vende la fInta en
2.355.797 pesetas. a fl.Promociones Inmobiliarias V1l1arreal CasteUón.
Sociedad Anónima).

Presentada esta Ultima escritura en el Registro de la Propiedad de
Ymaroz causa la nota de calificación siguiente; Presentado el precedente
documento a las diez horas del día 1 del mes en curso. asiento número
2.350 al folio 235 del Diario 41. se deniega la inscripción solicitada
por los siguientes motivos: ~ero:No acreditarse que el.no~b~iento
del Administrador de la Entidad compradora. haya SIdo mscnto en
el Registro Mercantil Segundo: Por cuanto la fmca transmitida figura
inscrita a favor de don Paulina Cid Alonso. para su sociedad de ganan­
cíales con su esposa. doña Clemencia Fernandez Cabreros, personas
distintas de los transmitentes. a virtud del ejercicio de un derecho
de opción de compra inscrito con anterioridad a la anotación preventiva
de embargo letra A. recaida en el procedimiento ejecutivo que motiva
la pre~nte transmisión. El defecto segundo contraviene el principio
hipotecario de tracto sucesivo consagrado en el articulo 20 de la J.,ey
Hipotecaria. y tenien~o..t~ consideracit;m de iI:lsubsanable.,.segím el páIya­
fu segundo 'de-dicho precepto. no prócede tomar'tulotaCibn prevenuva
de suspensión, dcacuerdo. con el articulo 65. párrafo tercero de ·la
Le)' Hipote~a. ·Contra esta calificación se podrá interponer recurso
ante el Excmo. Sr. Presidente del Tribunal Superior de Justicia de
Valencia, y en ulterior instancia ante ~ Dirección General de~ Regís-­
tra5 y del Notiuiado. en 10s términos dejos artículos 66 de la Ley
Hipotecaria. y 112 Y siguientes de su Regtamento.-Vrnaroz a 18 de

.I1larzo de 1991.-EI Rcs!strador"Ftrma ~1>le,·

Vil

RESOLVCION de. 4 de septiúnbre de 1992. de la Dirección
General de Jos Registros y del Notariado•. en el recurso
gubernativo iniúpuesto por el PrOcurador de Jos Tribunales.
don José Antonio Peiro Guinot. en nombre de Ja mercantil
ltPromociones Inmobiliarias Villarreal C¡;steIlÓl1. Sod~dad
Anónimil»; contra la negativa del Registrador de' la Pro­
piedad de Vinaroz a inscribir una escritura de compraventa.

El Procurador recurrente apeló el auto presidencial manteniéndose
en sus alegaciones, y añadió: Que el auto rechaza lo:> argumentos de
la nota calificadora e introduce un elemento nuevo que eAite que en
el mandamiento dirigido al Registro se «inserte. la reSolución en que
se acuerda el libramiento. Que se considera que dicha menci6n no
es en absoluto necesaria y su exigencia es contraria al esp.irit1J sim­
plificador pretendido por la Ley Orgánica del Poder Judicial en orden
a la mayor fluldez de la Administración de Justicia. y contraria a Jos
dictados emanados de la Dírección General de los Registros y del
Notariado.
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Fundamentos de derecho

Vistos los articulos 122-1 de la Constitución Española; 219, 28Q..2
y 288 de la Ley Orgánica del Peder Judicial; LO. 2. 279.y 299 ?e
la Ley de Enjuiciamiento Civil; 131 Y 257 de la Ley Hlpütecana.
y Resolución de 28 de junio de 1989. .

l. En el presente recurso se debate en tomo a la competenCIa
del Secretario judicial para expedir un mandamiento en el que afmna
que en los autos pertinentes se ha acordado expedir al Registrador
mandamiento para que libre y remita certificación de carga~ B. Que
esten~fectos las fmcas propiedad de los demandados en procedimiento
ejecutivo. seguido por deudas de éstos, pues aquel mega que sirva
de vehiculo idóneo para la obtención de dicha certificación.

2. La Ley OrgAnica del Poder Judicial en los particulares que
ahora interesan y en ardS de la agilidad y eficacia procesales. a la
vez que establece que la administración de Justicia se ejerce .por Jueces
y Magistrndos. atribuye a los Secretarios la actividad de d9CUmentación,
comunicación y ordenación e impulso prOCedimental (artjqJlos J. 279.
280 y 288 de la Ley Orgánica del Poder Judicial), y a estas nuevar.;
noonas deben quedar supeditadas las reglas que. sobre·mandamientos
judiciales. establecen el artículo 257 de la Ley Hipotecaria y demás
disposiciones concordantes de la legislación hipotecaria.

3. En el caso debatido. en el que la existencia del procedimiento
de apremio ya consta en el Registro por la anotación preventiva del
embargo, el acto por el que se acuerda la expedición de la certificación
de cargas entra dentro de los actos de documentación. cooperación.
ordenación e impulso proc~ental que son de ~~~bencia.d~l
Secretario conforme a 10 preVIsto por la Ley de Elljutctannento Cl'vil.

Por todo eno esta Dirección General ha acordado revocar el auto
apelado y la nota del Registrador.

Madrid. 3 de septiembre de 1992.-El Director generaL Antonio
Pau Pedron.

Sr. Rcgistrndor de Tamarite de Litera._

En .el recursogubemativo interpuesto por el ProcuradOr de los Tri­
bunales don José Antonio Peitó Guiilot. en nombre -deis mercantil
«Promociones. Inmobiliarias· VtUarreal· CastelJón, Soctedad~.
contra la _tivapel~orde la Propiedad de Vmaroz a inSCribir'úoa esc~tura de,compraventa: . -, ... ....,. e • • ..

. . El Procurador de los Tribunales don' José Antonio Peíró Guinot
en nombré de «Promociones Inmobiliarias ViUarreal-Castellón. Sociedad
Anónima» interpuso recurso gubernativo ,CQntra la anterior nota de
calific;aci6n sólQ en cuanto al defecto 2.° yaJeg6: Que en dinero pagado
como preciode la oompraventa por el optatario don Paulino Cid Alonso
no se destinó a la cancelación de las cargas tal como figuraba en
uno de Jos pactos de la escritura de concesión del derecho de opción
conculCánóose por analogia los articulos 175_6.° y 235_9.° del Regla­
mento Hipotecario. y par eso dichas cargas siguen constando en los
libros registrales; que la actuación del Juzgado ha sido inapreciable
dado que a la vista de los hechos la escritura de ejecución del derecho
de opción es posterior a la fecha de expedición de la certificación
de cargas. y por eso no podrá darle parte en el procedimiento. Que
la escritura de compraventa. a favor de su mandante tra~ causa de
la anotación de embargo que se practicó con anterioridad al atar·
gamicnto de la es'crlturll de ejecuci6n del derecho de opción y por
eso no se vulnera el principio de tracto sucesivo. ya que el derecho
de opción -aun discutida su naturaleza- tiene carácter personal, citando

l. Don Juan Julián Brú, Por si y en nombre'de su es.posa. doña
Cecilia Montemar Pla. conceden a don Paulina Cid Alonso. casado
en régimen de gananciaJes con doña Clemencia· Femández Cabreros
un derecho de opción de compra sobre una fincanilifica en San Rafael
del Rio. inscrita en el Registro de la Propiedad de Vrnaroz. Tal derecho
se documentó en escritura pública autorizada por el Notario de Bar·
celana don Vicente Pons Llácer el 21 de julio de 1988 y-se otorgaba.
por un plazo de cuarenta y ocho mese~ a partir de este otorgamiento
yen precio de 26.000.000 de pesetas. que se~estipu1abasobrelabase
de que la fmea se hallara libre de cargas y gravámenes pu~sto que
de existir alguna hipoteca o cualquier otro gravamen su importe seria
descontado del total precio precitado y retenido por el comprador
para pagar en su día y cancelar las referidas cargas. Dicha escritura
se inscribiÓ en el Registro de la Propiedad.


